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Proceso


Ordinario Laboral – Confirma decisión del a quo que negó las pretensiones

Radicación Nro.

66001-31-05-003-2015-00583-01

Demandante:

José Martín Díaz Cuartas

Demandados:

Seguridad Segal Ltda.

Magistrado Ponente:        Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Tema: 


DE LA SANCIÓN MORATORIA PREVISTA EN EL ARTÍCULOS 65 DEL C.S.T. El despido es la decisión unilateral del empleador de poner fin al contrato de trabajo, ya sea con justa causa y por ende sin indemnización a su cargo, o sin ella con el consecuente resarcimiento de perjuicios. Cuando el trabajador pretende la aplicación del artículo 64 del C.S.T., no hay discrepancia en la doctrina y la jurisprudencia respecto a que para que proceda la condena a indemnización que allí se contempla, él debe preocuparse de probar que la iniciativa de la ruptura contractual provino del empleador, pues de lo contrario fracasará en su aspiración al no dejar en evidencia la ocurrencia del despido.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA
SALUDO. BUEN DIA
Hoy, catorce de junio de dos mil diecisiete, siendo las dos y treinta minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor JOSÉ MARTÍN DÍAZ CUARTAS en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 26 de junio de 2016, dentro del proceso que le promueve a la sociedad SEGURIDAD SEGAL LTDA., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2015-00583-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor José Martín Díaz Cuartas que la justicia laboral declare que entre él y la sociedad Seguridad Segal Ltda. existió un contrato a término fijo por seis meses que fue prorrogado por dos periodos y que en conjunto se extendió entre el 21 de septiembre de 2011 y el 1º de febrero de 2013 cuando fue ilegalmente finalizado.

Con base en ello aspira que se condene a esa empresa a reconocer y pagar la diferencia salarial causada, el reajuste de las prestaciones sociales y vacaciones, así como la reliquidación de comisiones, la indemnización por despido sin justa causa, la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., la indexación de las sumas reconocidas y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Celebró contrato de trabajo a término fijo por seis meses con la Empresa Seguridad Segal Ltda. el 21 de septiembre de 2011, el cual finalizó el 20 de marzo de 2012, en consideración a que el 15 de febrero de 2012 se le entregó una carta en la que se le notificó que su contrato de trabajo finalizaría al vencimiento del término; no obstante lo anterior, a partir del 21 de marzo de 2012 continuó prestando sus servicios como vigilante a favor de la empresa demandada, en las mismas condiciones pactadas en el primer contrato de trabajo, habiéndose prorrogado este último contrato por otros seis meses a partir del 21 de septiembre de 2012, sin embargo, el mismo no se extendió hasta el 20 de marzo de 2013, sino que finalizó el 1º de febrero de 2013, informándosele que el contrato terminaba debido a que la empresa dejaría de prestar el servicio de vigilancia; al término del vínculo contractual se le consignaron las cesantías, pero la misma fue calculada sin tener en cuenta las prórrogas contractuales; se ha comunicado telefónicamente con la empresa solicitando el pago de la sus prestaciones sociales y vacaciones, pero no las respuestas han sido evasivas; en promedio devengaba la suma mensual de $793.206 y no el mínimo legal mensual vigente.

A través de auto de 3 de marzo de 2016, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito tuvo por notificada a la sociedad Seguridad Segal Ltda. por conducta concluyente, sin embargo, dicha entidad dejó correr en silencio el término de traslado otorgado para dar respuesta a la demanda, motivo por el que por medio de auto de 4 de mayo de 2016 la tuvo por no contestada y le aplicó las sanciones procesales previstas en el artículo 31 del C.P.T. y de la S.S.

En sentencia de 26 de junio de 2016, la funcionaria de primer grado después de aplicarle a la sociedad demandada las sanciones procesales por no contestar la demanda y por no comparecer a la audiencia de conciliación, determinó que entre el señor José Martín Díaz Cuartas y la empresa Seguridad Segal Ltda. existieron dos contratos de trabajo, el primero a término fijo entre el 21 de septiembre de 2011 y el 20 de marzo de 2012, el cual fue terminado en legal forma, sin que se le adeude suma alguna por concepto de salarios, prestaciones sociales y vacaciones

El segundo contrato de trabajo que inició el 21 de marzo de 2012 y finalizó el 1º de febrero de 2013 fue a término indefinido, indicando la a quo que por esta segunda relación contractual no se le han cancelado al señor Díaz Cuartas la totalidad de las prestaciones sociales y vacaciones, que ascienden a la suma de $283.066,61, no obstante, como la sociedad accionada dentro del proceso de reorganización empresarial tiene en cuenta un crédito a favor del actor por ese concepto que lo fijó en la suma de $284.704, la exoneró del pago de la misma.

En lo que tiene que ver con la finalización de éste último contrato de trabajo, determinó que el accionante no demostró cuales fueron los motivos por los que se dio por terminado el contrato de trabajo a término indefinido, razón por la que también absolvió a la empresa demandada de reconocer y pagar la respectiva indemnización.

Finalmente exoneró a la sociedad demandada de reconocer y pagar la indemnización moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., en consideración a que el demandante no presentó la demanda dentro de los dos años siguientes a la finalización del contrato de trabajo.
Inconforme parcialmente con la decisión, el señor José Martín Díaz Cuartas interpuso recurso de apelación, frente a la exoneración de la indemnización por despido sin justa causa del segundo contrato de trabajo y de la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T.

Argumentó que dentro del proceso está probado que el contrato fue finalizado el 1º de febrero de 2013, sin que en el plenario haya prueba alguna que demuestre que ese contrato fue concluido por parte de la sociedad Seguridad Segal Ltda. con justa causa.

Respecto a la sanción moratoria, manifestó que en efecto la demanda no se interpuso dentro de los 24 meses siguientes, por lo que no hay lugar a imponer como sanción un día de salario por cada día de retardo, lo cierto es que tiene derecho a que se le reconozcan desde el día siguiente a la terminación del contrato, intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia Financiera, tal y como lo ordena el artículo 65 del C.S.T. 

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Hay lugar a reconocer a favor del señor José Martín Díaz Cuartas la indemnización por despido sin justa causa y la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T. que reclama?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

PRESUPUESTO DE LA INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO INJUSTO.

El despido es la decisión unilateral del empleador de poner fin al contrato de trabajo, ya sea con justa causa y por ende sin indemnización a su cargo, o sin ella con el consecuente resarcimiento de perjuicios. 

Cuando el trabajador pretende la aplicación del artículo 64 del C.S.T., no hay discrepancia en la doctrina y la jurisprudencia respecto a que para que proceda la condena a indemnización que allí se contempla, él debe preocuparse de probar que la iniciativa de la ruptura contractual provino del empleador, pues de lo contrario fracasará en su aspiración al no dejar en evidencia la ocurrencia del despido.

EL CASO CONCRETO
Manifiesta el señor José Martín Díaz Cuartas que el segundo contrato de trabajo, que lo fue a término indefinido como lo dejó sentado la funcionaria de primer grado, fue terminado sin justa causa el 1º de febrero de 2013.

No obstante esa afirmación, el demandante no probó que la terminación de ese contrato de trabajo hubiese sido una decisión tomada por la empresa Seguridad Segal Ltda., pues las dos testigos escuchados por solicitud de la parte actora, esto es, los señores Jhon Fredy Moya Gaviria y Faunier Alfonso Carmona Agudelo desconocen cuáles fueron los motivos y razones por las que el demandante dejó de prestar sus servicios a la sociedad accionada; sin que pueda inferirse del documento visible a folio 26 del expediente emitido por la empresa Seguridad Segal Ltda., que fue decisión empresarial romper unilateralmente el contrato de trabajo con el señor Díaz Cuartas, pues el hecho de que en él se consigne que el trabajador ya no pertenece a la organización, no implica necesariamente que la desvinculación se haya dado por decisión del empleador, ni tampoco constituye un indicio de ello que se le solicitara a la entidad “Bien Estar Salud BS S.A.S” la práctica del examen médico de retiro, pues esa es una exigencia prevista en el artículo 3º de la resolución 2346 de 2007, que nada dice sobre cuál de las partes tomó la iniciativa de dar por terminado el contrato de trabajo. 

Bajo esas circunstancias, tal como acertadamente lo concluyó la a quo, no es del caso condenar a la indemnización por despido sin justa causa solicitada por el señor José Martín Díaz Cuartas.
En lo que concierne a la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., si bien al actor se le adeuda por concepto de prestaciones sociales y vacaciones la suma de $284.704, lo que daría pie a que se le impusiera dicha sanción, lo cierto es que no se ve que esa omisión haya sido precedida por una actuación de mala fe, pues nótese que la empresa demandada, tal y como quedó demostrado en el curso de la primera instancia, siempre le canceló al señor José Martín Díaz Cuartas sus salarios y prestaciones sociales, durante la vigencia de los dos contratos de trabajo, y la suma de $284.704 que le adeuda actualmente, nunca fue desconocida por Seguridad Segal Ltda., al punto de ser reconocida en el proceso de reorganización empresarial que adelanta la Superintendencia de Sociedades, ya que véase como con base en el Acuerdo propuesto por la Empresa demandada, el Juez del concurso en “Audiencia de Resolución de Objeciones Calificación y Graduación de Créditos, Asignación de Derechos de Voto del Proceso de Reorganización que Adelanta la Sociedad Seguridad Segal Ltda.” –fls.96 a 105- gradúa y califica los créditos, dentro de los que se encuentra el del actor, y finalmente lo reconoce como acreedor de la empresa en estado de reorganización.

Es decir, la sociedad demandada en ningún momento ha desconocido los derechos laborales causados por el señor  José Martín Díaz Cuartas dentro de los contratos de trabajo que los unieron, lo que significa que su actuación siempre ha estado amparada por la buena fe, lo que impide que se genere la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T.

De esta manera queda resuelto el recurso de apelación interpuesto por la parte actora.

Costas en esta instancia a cargo del demandante en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
    OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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